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    PRESENTACIÓN


  




  CIUDADANÍA PLURAL




  Las demandas sobre los derechos obtuvieron relevancia a lo largo de la historia, sobre todo desde la segunda mitad del siglo XX e inicio del XXI. En ese proceso, algunos aspectos antes no entendidos como derechos pasaron a ser vistos como tales con base en la actuación de diversos movimientos sociales.




  Ante tal perspectiva, es pertinente hablar actualmente de derechos culturales. Ese asunto se tornó urgente con el correr del tiempo: el entendimiento de la cultura como patrimonio de todos es una idea relativamente reciente. Pocas décadas atrás, la acepción de “cultura” era radicalmente diferente de la actual: se refería a una especie de signo de distinción social exclusivo de algunos estratos sociales. Ese panorama se modificó poco a poco. Hoy es impensable desvincular la existencia humana de una vida cultural; se acordó en denominarla significado antropológico de cultura.




  A lo largo de tales dinámicas, se entendió la cultura con base en las relaciones de los individuos y colectividades con el simbólico, que se refleja en sus modos de ser, convivir y expresarse.




  Esa expansión del sentido de cultura es coherente con la propia trayectoria de los seres humanos en busca de una concepción menos desigual y más democrática de existencia. No es casual que la Constitución Federal promulgada en 1988, formalmente comprometida con ideales de ciudadanía, haya acuñado por primera vez la expresión “derechos culturales”.




  Inmediatamente después de aprobada y hasta el presente, es posible observar el incremento del debate sobre políticas públicas para la cultura. ¿Cuáles son sus ámbitos de actuación? ¿A qué se refieren? ¿Cómo reconocen la transversalidad de la cultura al establecer sinergia con otras esferas de acción humana, como la educación, la política, la filosofía, la ciencia, entre otras?




  En este sentido, se destacan especificidades del llamado campo cultural. Allí se aúnan los esfuerzos para solventar la madurez de áreas como la gestión cultural, así como el reconocimiento de la importancia y complejidad crecientes del asunto de los derechos autorales.




  En este libro, partiendo de la base de la Carta Magna, Humberto Cunha Filho, uno de los principales especialistas del tema en el país, detalla aspectos como las definiciones de cultura y derecho, así como las relaciones entre ambos, además del análisis de los principios constitucionales culturales existentes en Brasil, llevando el debate hacia el ejercicio de la ciudadanía. Con el propósito de alimentar el debate sobre el tema, el autor se propone analizar sus fundamentos y finalidades.




  Para el Sesc São Paulo, esta iniciativa contribuye para calificar un territorio en constante mutación, ya que el campo cultural debe ser obligatoriamente pensado con relación al universo humano. Lo que se relaciona, paralelamente, con el perfeccionamiento profesional de aquellos que se dedican a las acciones culturales y que encuentran en ellas los medios para pensar e influir en la realidad del país.




  Danilo Santos de Miranda




  Director del Sesc São Paulo




  

    PRÓLOGOS


  




  Me digo, ¿cuánto conoce usted de nosotros? ¿Cuánto reconoce en usted de nosotros? ¿Cuánto sabe de los orígenes, las causas de los conflictos de nuestro Pueblo frente el Estado nacional? ¿Qué ha escuchado del pensamiento de nuestra gente y de su gente que ―en la búsqueda, antes que todo, de otras visiones de mundo, que siempre enriquecen la propia― se ha comprometido con el entendimiento de nuestra cultura y nuestra situación? (…)




  Recado, porque es un Mensaje verbal (que se hace de Palabra). Confidencial, que se dice en confianza. La paradoja implícita en la coexistencia de nuestras culturas, de nuestros Pueblos.




  Recado confidencial a los chilenos (1998) 
Elicura Chihuailaf. Premio Nacional de Poesía 2020, Chile.




  Nuestro planeta hoy, enero de 2022, está ocupado por 7.780 millones de habitantes humanos. Todas y cada una de las personas en sus comunidades, tribus, familias son peculiares respecto del resto. Participan a su vez de conjuntos de categorías, nacionalidades y lenguas que, junto con homogeneizar modos de ser y de sentir, expresan distinciones y fronteras reales y simbólicas a veces porosas, pero a menudo sólidas e infranqueables. Las intrincadas tramas de coexistencia planetaria acogen o expulsan a estos millares de seres humanos que detentan el mismo valor en tanto personas y que aspiran legítimamente a contar con condiciones para vivir con dignidad de acuerdo a la cosmovisión que les otorga sentido a sus vidas. Responder a esta valía y a este anhelo es lo que queremos construir en democracia. Preservar sano el planeta que nos es dado es la condición de posibilidad de la vida. Ponernos de acuerdo en cómo ejercemos libremente nuestras maneras de ser humanos, en convivencia, es materia de los Derechos Culturales.




  Los Derechos Culturales como producto cultural, tal como lo son el Estado y las narrativas del derecho, son en cierto modo un derrotero para la incertidumbre que produce habitar a veces encerrados en un mundo tan vasto como inasible. Los Derechos Culturales son primordiales en el marco de los Derechos Humanos para la gente corriente cuyo pasado no se registra en la historia consagratoria y que hoy alcanza una visibilidad inédita, proyectando en el presente la otra historia, la del devenir de la colonización, del patriarcado con la subalternidad que conllevan para grandes mayorías.




  Me sirvo de estas breves reflexiones para explicitar la postura desde la cual tengo el honor de presentar Teoría de los derechos culturales: fundamentos y finalidades de Humberto Cunha Filho. Desde mi perspectiva, los Derechos Culturales cobran importancia por la dimensión política de su creación, porque ofrecen un campo posible de negociación y de diálogo en torno a diferencias que otrora se resolvieron solo con exclusión, negación o exterminio. Son también una buena señal: cuándo la agitación social expresa que la discriminación cultural se hace insoportable, ofrecen caminos de ampliación de ciudadanía en el marco del sistema internacional de los Derechos Humanos. Tienen, aunque parezca redundante, un valor cultural intrínseco, porque abonan a la construcción del sentido de lo humano común, en interacción con otros saberes humanistas.




  Disponer de esta publicación en español es, entonces, una buena noticia para una comunidad global de académicos y académicas, activistas, profesionales de las políticas culturales, gestores y gestoras culturales, abogados y abogadas hispanoparlantes, cuyo campo de investigación y acción profesional y política se encuentra en los Derechos Culturales. La primera edición en portugués data de 2018; tuvo y sigue teniendo una gran acogida del público. Es una buena noticia por muchas razones, de las cuales elegiré primero el hecho de que una traducción es un acontecimiento cultural valioso en sí mismo. La cuestión del idioma, de la lengua, para ser más precisa, es consustancial a las tensiones que produce la desigual distribución del conocimiento y del poder que otorga en un mundo globalizado. Traducirnos es encontrarnos y en este caso con la producción académica que tiene su origen en Brasil, país del cual tenemos todavía mucho que aprender debido al adelantamiento de sus políticas culturales respecto de nuestro continente y del mundo.




  En segundo lugar, quiero poner de relieve que viene a hacer una contribución significativa para la lectura crítica, interpretación y alcances de la incorporación de los Derechos Culturales en la creación y reformas constitucionales que se hicieron en Colombia en 1991, Argentina en 1994, Venezuela en 1999, Ecuador en 2008, o Bolivia en 2009 y que en conjunto dieron lugar a la noción de constitucionalismo latinoamericano o nuevo constitucionalismo latinoamericano.




  Hay controversia respecto de su condición de “nuevo” constitucionalismo entre quienes no ven en estas cartas fundamentales un avance suficiente para la ampliación de las democracias liberales que las anteceden. Otra crítica transita por la profusa incorporación de un nuevo catálogo de derechos económicos, sociales y culturales sin que tengamos certeza sobre si hay condiciones políticas y administrativas para que estos últimos puedan ser reclamados y ejercidos por la ciudadanía como una nueva generación de los Derechos Humanos.2




  Con todo, es innegable que dichos desarrollos constitucionales han surgido de la movilización emancipatoria de amplios sectores sociales y que han generado a su vez nuevos horizontes de transformaciones. En los últimos años, la literatura especializada ha producido varios estudios comparativos sobre cuántos y cuáles derechos culturales son declarados, reconocidos o promovidos en las constituciones mencionadas,3 reafirmando a la cultura como un bien jurídico-constitucional y destacando que la titularidad de los derechos culturales tiene dimensiones individuales y colectivas.4 Es, por lo tanto, un ámbito de conocimiento dinámico y productivo que alumbra prácticas en expansión como son el diseño de políticas culturales y la gestión cultural pública.5 Cabe esperar que, con aportes como el de esta publicación, tales derechos sean cada vez más sostenibles teórica y políticamente, nutridos por el conocimiento de otras humanidades y finalmente expresados en prácticas de perfeccionamiento democrático, como una posibilidad cierta de convivencia pacífica y justa en el seno de sociedades cada vez más conflictivas y complejas.




  La revisión de la Constitución Federal del Brasil (1988) es, en este libro, una de las fuentes para la construcción teórica y la explicitación de principios fundantes de los Derechos Culturales, los que ―concordando con Cunha Filho― son mucho más conocidos por sus aplicaciones concretas que por un marco abstracto y general de sus alcances. Los Derechos Culturales en Suramérica están siendo, a pesar de la ambigüedad inherente a la materia de su regulación, intensamente apropiados y reclamados por artistas y cultores, por comunidades indígenas, por detentores de patrimonio inmaterial, por numerosos nuevos sujetos sociales que intuyen que, como titulares de estos derechos y en su ejercicio, pueden obtener una legitimidad históricamente escatimada a lo diverso subalterno.




  Celebro también que, gracias a su traducción, se amplien los alcances de este texto, que es el resultado de un programa de investigación riguroso y pone a nuestra disposición una exhaustiva constelación de definiciones pertinentes al campo, bien sistematizadas e interrogadas a su vez por perspectivas teóricas y ámbitos disciplinares variados. En un diálogo que va desde la cultura al derecho y viceversa sin disputa de campo, nos permite entrar en complejidades teóricas y disquisiciones prácticas con la solvencia y la amabilidad de un buen maestro. Creo que su estrategia de escritura, no exenta de buen humor, funciona como herramienta de enseñanza para una comunidad de interesados y también para alimentar complicidades y debates entre especialistas.




  Chile, país del que provengo, está escribiendo desde 2021 una nueva constitución. El antecedente social y político de este proceso es una revuelta ciudadana acaecida en octubre de 2019, sin precedentes en la historia del país. La salida pactada entre el Congreso Nacional y un gobierno casi sin respaldo fue la de convocar a un plebiscito que en 2020 le dio una amplia ventaja a la opción de cambio constitucional. Fueron elegidos más tarde 155 representantes de todo el país para que integraran una Convención Constituyente participativa, paritaria y con una proporción de escaños reservados para los pueblos originarios, quienes, al cabo de 210 años de historia republicana, no han obtenido reconocimiento constitucional. El principal lema de la revuelta fue “Luchar hasta que la Dignidad se haga costumbre”. Lo menciono porque este episodio demuestra que la dimensión cultural de los cambios políticos y la subjetividad de sus actores es insoslayable. La palabra dignidad para esta ciudadanía movilizada contiene la desolación de una humillación histórica y el anhelo por ejercer todos los derechos. La palabra costumbre alberga generosidad intergeneracional y una comprensión profunda de que los cambios sociales y políticos alcanzarán su potencial viviendo la vida, con otros y otras.




  Loreto Bravo Fernández1




  I.- No creo que sea atrevido decir, y no es la primera vez que lo escribo, que estamos en el inicio de una nueva era en los derechos fundamentales, la de los derechos culturales. Al hablar de “era” no me refiero ahora a las generaciones de los derechos fundamentales, como si, dentro de éstos, los culturales constituyeran una nueva generación. Personalmente, no comparto el frenesí para inventar nuevas generaciones, que amplían las tres clásicas que había propuesto Karel Vasak en 1979. A la vista de la evolución que habían tenido los derechos fundamentales, este profesor checoeslovaco dio con la lumínica idea ―ya esbozada por Thomas H. Marshall en 1950― de clasificar los derechos fundamentales por “generaciones”: la de los derechos civiles y políticos, la de los derechos económicos sociales y culturales y la de los derechos de solidaridad.




  Dichas propuestas de nuevas generaciones a la postre resultan insubstanciales, pues no agregan nada realmente nuevo a los tres grandes valores de la libertad, igualdad y fraternidad, sabiamente seleccionados para el frontispicio de la Declaración francesa de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789. Mejor no se pudieron fijar los faros que iluminan la sociedad democrática de nuestro tiempo. Y carece, en consecuencia, de sentido agregar nuevas generaciones a las tres señaladas, en una carrera sin fin para adicionar cuartas y hasta más generaciones de derechos cibernéticos, del ciberespacio, culturales, digitales… En definitiva, un camino directo a la confusión conceptual y a la creación de guetos conceptuales, nada recomendables, en los derechos fundamentales. Valga, como botón de muestra, invocar el caso de quienes los clasifican en una categoría de derechos posthumanos o transhumanos. Faltaba más dar carta de naturaleza a una propuesta como ésta. Para salirnos de este círculo vicioso, ¿por qué no desarrollar, en cada derecho, la dimensión digital de los derechos fundamentales y no perder de vista la integralidad de cada uno de ellos, sean los que sean los novedosos medios o contextos que, a través de la evolución tecnológica y social, se pueden ir planteando?




  Lo cierto es que los derechos culturales han ascendido de estatus en las aspiraciones de nuestras sociedades, dado que ahora se tiende a investirlos de la más alta protección político-jurídica, elevándolos al rango de derecho fundamental. La consecuencia es que, aunque bien mirado también es la causa, esta nueva consideración jurídica refleja que asistimos a un antes y un después en el valor que reconocemos a la cultura en nuestras sociedades.




  De esto es de lo que trata el presente libro que tengo el honor de prologar, de los derechos culturales como derechos fundamentales con especial referencia a Brasil. Pero ¿cómo hemos llegado a esta nueva categoría de los derechos fundamentales?




  La legislación cultural es un hecho antiguo. Las Ordenanzas del rey francés Francisco I de 1537 ya regularon el depósito legal. En 1709, el parlamento inglés aprobó el Estatuto de la Reina Ana, la primera ley del derecho de autor del mundo. Y, en este escueto repaso, vemos cómo en el siglo XIX se va afirmando, especialmente en Europa y en los países iberoamericanos, la regulación del derecho de autor y cómo comienzan a emerger normas para la protección del patrimonio cultural.




  La llegada del siglo XX trae una profunda transformación. La cultura y las materias culturales (el patrimonio cultural, la propiedad intelectual, la cinematografía…) comienzan a tener nombre propio en las Constituciones y hasta el léxico constitucional empieza a hacer suyo el concepto de cultura (las primeras, las Constituciones de México de 1917 y la alemana de Weimar de 1919). Es decir, el régimen constitucional de la cultura empieza a ser explícito, vemos como aquellas orugas del XIX ya empiezan a volar como mariposas.




  Este avance léxico conceptual, al confluir con la expansión de los derechos fundamentales que trae el Estado Social, allanará el camino para la aparición del concepto de derechos culturales. Deben recordarse tres hitos. La Constitución española de la II República, de 1931, aunque aún no conoce dicho concepto de los derechos culturales, en su ordenación interna de los derechos fundamentales incluye la cultura en uno de sus capítulos que intitula como “Familia, economía y cultura”. El relevo de este testigo lo toma la Constitución Francesa de 1946 que, en su Preámbulo, se refiere explícitamente al “derecho a la cultura”. Y la luz plena se enciende con la Declaración Universal de Derechos Humanos de Naciones Unidas, de 1948, en la que, en el título de uno de sus capítulos, emplea la expresión “derechos económicos, sociales y culturales”. Luego, en 1966, el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales amachambraría el concepto en el propio título del pacto.




  El tránsito entre los derechos subjetivos culturales ordinarios ―es decir, los reconocidos en la legislación infraconstitucional― y los derechos culturales iusfundamentales no podemos dejar de valorarlo sino como un hecho extraordinario para la vida cultural. El proceso ha llevado mucho tiempo con diferentes momentos de frenazos, retrocesos y aceleraciones, porque la realidad y los tiempos secuenciales no son tan sencillos como a primera vista puede parecer. Por más que ninguna de las Constituciones del siglo XIX utilizara el concepto de derechos culturales ni de cultura como concepto global, valiéndose de un vocabulario muy pobre a la hora de hablar de las materias que comprenden, eso no significa que no tuvieran ya en su seno las larvas de varios de los actuales derechos culturales. Así es porque ¿quién podría afirmar que la libertad artística no existió hasta que se empezó a nombrar de forma literal en los textos constitucionales recientes y que no estaba ya implícita en la libertad de expresión, como, sin ir más lejos, ha puesto en evidencia la jurisprudencia del Tribunal Supremo de Estados Unidos?




  Nos hemos referido hasta aquí a las normas constitucionales, legales e internacionales como la avanzadilla de la construcción de los derechos culturales. Podría decirse que esta afirmación es cierta en una primera fase histórica porque entonces la jurisprudencia y, sobre todo, la doctrina científica no se sintieron especialmente atraídas hacia este asunto. En buena medida, esto ha sido consecuencia del estigma que marcó a los derechos durante un largo tiempo (que comenzó bastante antes de que el concepto se comenzara a utilizar en las Constituciones y en el Derecho Internacional). Los conflictos de las minorías étnicas, religiosas, lingüísticas y culturales en los años 20 del siglo anterior, en tiempo de la Sociedad de Naciones, generó la idea errónea de que los derechos culturales eran únicamente derechos colectivos, lo que abrió un difícil e inacabable debate entre el comunitarismo y el liberalismo. En concreto, éste, desde esa idea, veía en ellos “el cabo de las tempestades” de las libertades públicas. Eso provocó un alejamiento del constitucionalismo hacia estos derechos al obviándolos y silenciándolos en las teorizaciones doctrinales de los derechos fundamentales, lo que fue advertido de forma muy expresiva por varios autores, que los señalaron como una categoría descuidada de los derechos humanos (Symonides), una categoría subdesarrollada (grupo de Friburgo), de derechos en desarrollo (Arroyo Llanes) o el hijo pródigo de los derechos fundamentales (Prieto de Pedro).




  En la superación de este estigma y la normalización doctrinal de los derechos culturales fue decisiva la etapa iniciada en la década de los años 70 del siglo pasado. El gran avance inaugurado por los textos constitucionales a partir de esos años, que hablan ya con total naturalidad de “derechos culturales” (entre otras, la Constitución portuguesa de 1976 y un buen racimo de Constituciones latinoamericanas como la de Brasil de 1988, la de Colombia de 1991, la de Bolivia de 2008, la de Ecuador de 2009, la de México de 1917 en su reforma de 2012…) contribuirá a desdramatizar los derechos culturales que empezarán a ser abordados con una mirada ya no sesgada sino más jurídica como el conjunto de facultades públicas subjetivas universales (de todos los individuos y de los grupos) que ofrecen a la cultura sus superiores garantías para la protección en ella de los valores de la libertad, la igualdad y la solidaridad. Otro impulso capital, que pone un broche por ahora a este largo proceso de crecimiento y asentamiento de los derechos culturales, ha llegado de la mano del derecho internacional, desde el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas. Este Consejo, en el 2009, dio el paso de activar en la agenda del organismo internacional los derechos culturales, hasta ese momento en estado durmiente, pues el artículo 15 del PIDESC, que consagra el derecho a la participación en la vida cultural, prácticamente no había sido objeto de atención por el organismo internacional desde el 1966 en que se aprobó el Pacto). De esta forma, se ha puesto un foco de luz sobre ellos con el nombramiento de una Experta Independiente en la esfera de los Derechos Culturales. Esta experta redactó un informe altamente clarificador sobre el contenido del aludido artículo 15 que, desde ese momento, no ha dejado de ser objeto de nuevas medidas.




  II.- Nada mejor se podría decir del autor del presente libro, el profesor Humberto Cunha, sino que es un gran y apasionado estudioso de los derechos culturales, el más significado en Brasil, aparte de ser también referente en el área iberoamericana. Su rigor investigador, su capacidad de liderar equipos de investigación y su dinámica emprendeduría académica (de hecho, desde hace ya varios años, no hay curso académico en el que no organice, en la Universidad de Fortaleza, Unifor, un encuentro internacional sobre derechos culturales que actualiza y revitaliza los lazos de la comunidad científica) hacen de él un profesor ejemplar.




  Un dato para comprender la obra de Cunha es que sus publicaciones muestran un fuerte apego a la realidad y a los problemas de la vida cultural brasileña, que le viene del hecho de, como dice el refrán español, haber sido novicio antes que fraile. Antes de dedicarse a la investigación, Humberto Cunha ejerció como gestor cultural, en el municipio de Guaramiranga del Estado de Ceará, así como director del Departamento de Acción Cultural de la Secretaría de Cultura del Estado de Ceará. A todo ello se suma su experiencia como profesor en los Programas de Pregrado, Maestría y Doctorado en Derecho de la Universidad de Fortaleza, donde viene desarrollando la impartición de diversas materias relacionadas con contenidos de teoría y práctica de los Derechos Culturales.




  Este libro no es una obra de oportunidad que haya nacido mecida por los vientos favorables que ahora corren a favor de los derechos culturales. Es, por el contrario, una obra de largo aliento, la condensación de 20 años de reflexión investigadora, de escritura y reescrituras sobre los fenómenos políticos y normativos relacionados con la gestión cultural y con los derechos culturales. Y, por derecho propio, se ha convertido en la primera obra brasileña que desarrolla una teoría específica de los derechos culturales, diferenciándolos de los derechos sociales y económicos, que integran con ellos la llamada segunda generación o dimensión a la que nos referíamos más arriba. Toma como marco de análisis fundamental la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 y los pactos del año 1966 que derivaron de ella, así como, obviamente, la Constitución brasileña de 1988, un texto especialmente fecundo y moderno en su regulación de la llamada Constitución Cultural. Ya el artículo 4 de ésta afirma “un compromiso con la integración económica, política, social y cultural de los pueblos de América Latina, con vistas a la formación de una comunidad Latinoamericana de naciones”, compromiso que, en lo cultural, se adelanta a medidas como la de la Carta Cultural Iberoamericana, aprobada por la Cumbre Iberoamericana celebrada en Montevideo en el 2006. Valiente es también la formulación de una medida tan enérgica como la acción popular para la defensa, entre otros bienes, del patrimonio histórico y cultural. El artículo 18 contiene una singular garantía para la preservación de la continuidad y la unidad histórico cultural de aquellos municipios que desaparezcan por fusión, integración o desmembración. El artículo 23 es crucial por cuanto fija las competencias de los diferentes niveles de Administraciones territoriales en relación con todos bienes artísticos y culturales sobre la base, siguiendo un criterio de reparto competencial muy moderno, de considerarlas una competencia común. Y, en lo que se refiere a las competencias legislativas, el artículo 24 establece, también de forma muy acorde con las tendencias constitucionales de los nuevos tiempos (puede verse, por ejemplo, el caso de la Constitución española de 1978 en Prieto de Pedro), que la Unión, los Estados y el Distrito Federal disfrutan de competencias legislativas concurrentes para la regulación de la protección del patrimonio cultural y la cultura. El artículo 30 encomienda a los municipios la protección del patrimonio histórico artístico local de acuerdo con las legislaciones federal y estatal. Pero donde la Constitución despliega todo su fulgor es en los artículos 215 y 216. El primero comienza con una afirmación capital, una de las más enérgicas que podemos encontrar en el lenguaje constitucional al uso, que “el Estado garantizará el pleno de los derechos culturales”. Y el artículo 216 atrae fuertemente nuestra atención con un lenguaje inédito, vital, en contraste con la grisura característica del lenguaje jurídico cuando dice que forman parte del patrimonio cultural brasileño, entre otras, las formas de expresión y también los “modos de crear, hacer y vivir”. Reconozcamos esta función estimulante, ensalzada por el constitucionalista Peter Häberle, que para el lector tiene el lenguaje constitucional cuando éste busca la precisión y la originalidad.




  Acorde con el interesante tratamiento de lo relativo a la cultura y a los derechos culturales en la Constitución brasileña, el autor organiza su libro en siete capítulos centrados en las definiciones preliminares; su naturaleza de derechos fundamentales; los principios constitucionales culturales; la autonomía de la cultura; la ciudadanía cultural; la positivización de los derechos culturales en Brasil; y el sistema de retroalimentación y actualización basado en políticas públicas. Nos consta que la obra, que en menos de dos años ha conocido una 2ª edición revisada y ampliada, ha sido adoptada en muchas universidades brasileñas y se ha convertido en una referencia muy citada por los operadores jurídicos.




  En definitiva, este libro, que amablemente se me ha brindado prologar con una generosidad que agradezco de verdad, no está llamado a ser, sino que es ya, una obra de referencia, consulta y lectura obligada para aquellos que, desde el derecho, la gestión y las políticas culturales, el estudio y la investigación, tienen que bregar con este asunto de los derechos culturales. Su éxito pleno es que cumpla el papel para el que éstos han nacido: contribuir para que todas las personas acrezcan en sus posibilidades de humanización que dominantemente ―es verdad que no siempre es así― acompaña al arte y la cultura. Así como, en la vida social y de los grupos, favorecer el reconocimiento ―personalmente, me gusta afirmar que los derechos culturales son “derechos espejo” en tanto mi actitud favorable a reconocer al otro estimula el impulso del otro a reconocerme a mí― y el enriquecimiento recíproco, base de un diálogo social integrador.




  Por todo ello, mi reconocimiento y agradecimiento a Humberto Cunha por este magnífico libro.




  Prof. Dr. Jesús Prieto de Pedro6
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    INTRODUCCIÓN 


  




  Entre mis trabajos publicados, dos libros merecen especial destaque: Direitos culturais como direitos fundamentais no ordenamento jurídico brasileiro, de 2000 (Derechos culturales como derechos fundamentales en el orden jurídico brasileño) y Cultura e democracia na Constituição Federal de 1988: a representação de interesses e sua aplicação ao Programa Nacional de Apoio à Cultura, de 2004 (Cultura y democracia en la Constitución Federal de 1988: la representación de intereses y su aplicación al Programa Nacional de Apoyo a la Cultura). Esas obras resultaron, respectivamente, de mi disertación de maestría, cursada en la Universidad Federal de Ceará (UFC), y de mi tesis de doctorado, defendida en la Universidad Federal de Pernambuco (UFPE). Aunque hayan sido marcos de importantes fases de mi trayectoria académica, ambas se mostraron más útiles en los años siguientes, pues fueron usadas como instrumento en acciones y debates relativos a los derechos culturales.




  Una de esas acciones fue la creación, en la Universidad de Fortaleza (Unifor) en 2007, de la primera cátedra específica de la que se tiene noticia en Brasil, confiada a mi regencia, que abordaba en su uni/diversi/dad los derechos culturales, en dos versiones, con focos y métodos propios para la graduación y el posgrado stricto sensu (maestría y doctorado). Como decurso de la cátedra, surgieron investigaciones, eventos, monografías, disertaciones y tesis que naturalmente se profundizaron en la temática y fueron acompañando e incluso influenciando los cambios por que pasaron los derechos culturales en la última década, en virtud de alteraciones iniciadas en los campos de la política y del derecho.




  Una vez formados licenciados, especialistas, masters y doctores que se aproximaron al tema, otras instituciones de enseñanza superior que se unieron también comenzaron a ofrecer la materia a sus alumnos y, por lo tanto, a necesitar material bibliográfico para el soporte teórico respectivo. Seguramente por este motivo, con notable frecuencia, distintas personas me instaron a reeditar los libros que cité y, de hecho, pensé seriamente en hacerlo, llegando a concentrarme en cada uno de los textos para reflexionar sobre cómo actualizarlos y, tal vez, ampliarlos. Sin embargo, abandoné la empresa, al menos momentáneamente, por diversos motivos.




  El primero de ellos surgió cuando me dediqué a pensar con más detenimiento en el núcleo esencial de cada libro, lo que me llevó a notar cierto desgaste, provocado por el tiempo y por los hechos, siempre inclementes. No se puede negar que la comprensión de lo fundamental de los derechos culturales a comienzos del siglo XXI es muy diferente si se la compara con la de la segunda década: antes era necesario afirmar, luego sería preciso materializar. En ese sentido, si el Pronac1 fue, en sus comienzos, el protagonista de las políticas culturales, se transformó en una especie de déspota constantemente amenazado de muerte, de anulación o de suspensión de sus poderes. En síntesis, no cabría una simple actualización, sino un redimensionamiento de enfoques que me pareció prematuro llevar adelante ante la necesidad de maduración de elementos potencialmente surgidos, como el Sistema y el Plano Nacional de Cultura y el conjunto de propuestas de alteraciones que tramitan sobre la legislación brasileña de fomento a la cultura.




  Otro punto de la reflexión fue haber notado el aspecto híbrido de las obras que originalmente pretendía trabajar, visto que una parte de ellas era teórica y la otra, de aplicación de la teoría, dejando claro que la epistemología desarrollada en cada una de ellas era excesivamente tópica por tener, al parecer, un provecho limitado para las situaciones estudiadas. Así, la construcción de una obra que abordara específicamente los derechos culturales, en su dimensión teórica y genérica, no estaría contemplada. Por eso, desvié el curso, para entender también que, incluso ante lo indisociable de los aspectos teóricos, prácticos e institucionales de los derechos culturales, en esa fase inicial de reconocimiento y construcción, conocerlos separadamente y con intensidad, dentro de lo posible, fortalece el conjunto.




  En ese contexto, se hizo muy evidente que los derechos culturales son más conocidos a partir de su praxis y por las instituciones relacionadas con ellos que por su teoría. Confirman este parecer los muchos estudios sobre algunos de ellos, como los derechos autorales, los de incentivos fiscales a la cultura, la declaración de patrimonio histórico, las estructuras administrativas, como ministerio, secretarías y consejos. Ese es un nivel muy común, conocido por su activismo y caracterizado por el hecho de que las prácticas toman la delantera y las teorías parecen el resultado de inferencias de las acciones. Sin embargo, el activismo presenta, con notable frecuencia, resultados semejantes a los que surgen cuando se permite que los niños jueguen con cristales, lo que genera aprendizaje a un elevado costo de muchos cortes en la propia piel.




  Efectivamente, no es fácil proceder de modo diferente, pues, aunque ya sean conocidos desde la primera mitad del siglo XX, Farida Shaheed, la primera especialista independiente en el campo de los derechos culturales nombrada por el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (ONU), al responder en 2011 la pregunta: “¿Qué derechos pueden ser clasificados como culturales?”, se basó en la relación de los que son puntualmente mencionados en documentos internacionales. Sin encontrar parámetros teóricos para configurarlos, estableció como una de las principales metas de su mandato la de “investigar más sobre cómo distinguir mejor los derechos humanos que pueden ser considerados culturales y también cómo definir mejor el tenor de esos derechos de forma preliminar”.2 Casi cuatro años después, y con mandato renovado, no se tiene noticia de que haya conseguido realizar tan importante objetivo, que continúa siendo deseado por todos los que tienen interés en el asunto.




  El deseo de encontrar parámetros teóricos tiene su raíz más profunda en el modo platónico de percibir la realidad, de larga utilización en Occidente, en especial en áreas que realizan la subsanación de los hechos a las normas, como la moral, la ética y el derecho. Por tal método, en primer lugar, el ser humano construye parámetros abstractos de lo que sería la conducta general deseable, o sea, crea una norma ideal para, a partir de ella, encuadrar los comportamientos y los hechos, que serán considerados perfectos o imperfectos de acuerdo con el encuadramiento en el patrón preestablecido. De este modo, el conocimiento de las normas de derecho penal, por ejemplo, puede ocurrir incluso antes de que el observador se depare con una de ellas en concreto, pues teóricamente ya existe el consenso de que todas ellas tratan sobre los crímenes y las penas que de ellos derivan. Hay parámetros propios y generales, esto es, una definición previa para casi todos los campos y disciplinas jurídicas, pero supuestamente aún no hay para los derechos culturales. ¿Por qué? ¿Qué necesidad tenemos de ellos? ¿Qué obtendríamos si cubriéramos esa laguna? ¿Es posible cubrirla? ¿Cómo?




  Señalar el motivo o el conjunto de motivos para explicar la inexistencia de parámetros teóricos que definan los derechos culturales sólo es posible por medio de hipótesis, pues, si los motivos fueran conocidos, la cuestión sería fácilmente solucionada cuando se hicieran los esfuerzos para resolverla. Así, es muy probable que la dificultad tenga raíz en la propia cultura, campo movedizo que alberga los derechos culturales y que es tan variable como todas las posibilidades humanas, tan dominable como el viento, tan alcanzable como la línea del horizonte. Aquello que es ilimitado, multiforme y multisustancial es, por naturaleza, indefinible, de allí la conclusión, un tanto desalentadora para quienes tienen ambiciones universalistas, de que sólo a partir de recortes y congelamientos es posible definir la cultura y los derechos que de ella derivan.




OEBPS/Images/cover.jpg
TEORIA

DE LOS
DERECHOS
CULTURALES

FUNDAMENTOS Y FINALIDADES

HumBeRTO CUNHA FILHO






OEBPS/Images/title.jpg
TEORIA

DE LOS
DERECHOS
CULTURALES

FUNDAMENTOS Y FINALIDADES












